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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Consejera Ponente: STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO

Bogotá D.C., dieciséis (16) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Radicación:
  76001-23-31-000-2011-00313-01 (20763)

Demandante: DELICIAS DEL CAMPO S.A.

Demandado:  DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DIAN

Sanción por no enviar información – 2005

FALLO

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la sociedad demandante contra la sentencia del 28 de febrero de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, que negó las pretensiones de la demanda.

ANTECEDENTES

El 7 de abril de 2005, la sociedad Delicias del Campo S.A. presentó la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2004, en la que registró ingresos brutos por valor de $8.428.690.000
.

El 20 de junio de 2006, teniendo en cuenta los ingresos brutos reportados en la declaración de renta señalada y, en virtud de la Resolución DIAN 10147 del 2005, la sociedad demandante presentó información exógena del año gravable 2005
, que fue corregida el 14 de diciembre de 2007
.

Mediante el Auto de Apertura 210632008000008 del 1º de septiembre de 2008
, la División de Fiscalización Tributaria de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Tuluá, inició investigación administrativa contra la sociedad Delicias del Campo S.A por el programa <<INF. EXÓGENA RECHAZO TOT/PARC VALIDACIÓN>>.

El 25 de junio de 2008, la mencionada dependencia profirió el pliego de cargos 210632008000055
, en el que propuso imponer la sanción prevista en el artículo 651 del Estatuto Tributario por la suma de $296.640.000, por la existencia de errores en la información reportada. Dicho acto fue respondido el 29 de agosto siguiente por la representante legal de la sociedad
.

El 23 de febrero de 2009, la DIAN expidió la Resolución Sanción 212412009000008
, que impuso la sanción propuesta en el pliego de cargos. El acto administrativo sancionatorio señalado fue objeto del recurso de reconsideración, resuelto desfavorablemente por la Resolución 900008 del 16 de marzo de 2010
.

DEMANDA

El apoderado de la representante legal de la sociedad, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, formuló las siguientes pretensiones:

<<PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución Sanción No: (sic) Resolución Sanción No: 212412009000008 del 23 de febrero de 2009, por la cual la División de Gestión de Liquidación de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Tuluá, resolvió sancionar a mi poderdante Sociedad: DELICIAS DEL CAMPO S.A. N.I.T: 821.002.414, con sanción equivalente a doscientos noventa y seis millones seiscientos cuarenta mil pesos moneda corriente ($296.64.000).

SEGUNDA: Que se declare la nulidad de la Resolución Recurso de Reconsideración No: 900008 del 16 de marzo de 2010, por la cual la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES, señora LUZ DARY CELIS VARGAS – Subdirectora de Gestión de Recursos Jurídicos – Dirección de Gestión Jurídica, resolvió (sic) Recurso de reconsideración interpuesto por mi representada contra (sic) Resolución Sanción No. 212412009000008 del 23 de Febrero de 2009, confirmando en todas sus partes la Resolución Sanción impuesta a la sociedad DELICIAS DEL CAMPO S.A. N.I.: 821.002.414, y la orden de pagar la suma de Doscientos Noventa y Seis millones seiscientos cuarenta mil pesos moneda corriente ($296.640.000); quedando agotada la vía gubernativa con esa decisión. Dicho acto administrativo se notificó a mi representada mediante Edicto No: 006 de Abril 09 de 2010 desfijación que se llevó a cabo el día 23 de abril del 2010, entendiéndose allí notificada.

TERCERA. Que se declare que DELICIAS DEL CAMPO S.A. N.I.T: 821.002.414, no está obligada a cancelar la sanción equivalente a Doscientos Noventa y Seis millones seiscientos cuarenta mil pesos moneda corriente ($296.640.000), por lo hechos investigados en los actos administrativos demandados. Igualmente, en el caso de que se obligue a (sic) Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales en costas>>.

Invocó como disposiciones violadas las siguientes:

· Artículos 29, 95 y 363 de la Constitución Política.

· Artículos 638, 651 y 742 del Estatuto Tributario.

Como concepto de la violación, expuso en síntesis, lo siguiente:
Señaló que los actos administrativos demandados violan la normativa invocada y desconocen la sentencia de la Corte Constitucional C-160 de 1998, porque la sociedad no causó daño alguno a la Administración, ni tampoco la demandada demostró el perjuicio, a pesar de que le correspondía la carga de la prueba.

Explicó que las diferencias que dieron origen a la sanción ocurrieron por un problema <<del sistema contable CG Uno>>, pues, al momento de bajar la información en archivos XML, duplicó los valores en algunos registros, lo que descarta la existencia de mala fe en el procedimiento de entrega de la información. 

Afirmó que los conceptos registrados en los formatos de información presentados y afirmó que subsanó los errores relacionados con la información de un tercero con anterioridad a la expedición del pliego de cargos, momento en el que ya no existía el hecho sancionable.

Dijo que, a pesar de lo anterior, la Administración decidió imponer una sanción desproporcionada, porque no consulta la inexistencia de un daño, lo que viola el debido proceso y le acarrea a la empresa y a sus trabajadores un perjuicio económico que no está en condiciones de soportar.

Argumentó que la DIAN desconoció el principio de buena fe que fue acogido por la sociedad al corregir voluntariamente la información, así como la sentencia C-160 de 1998, pues liquidó la sanción sobre la diferencia entre el monto reportado en el formato 1001, presentado inicialmente, y el valor del formato corregido, sin demostrar que existieran errores en los demás registros corregidos. 

Que por ello, la DIAN debió liquidar la sanción con fundamento en los hechos probados en el proceso, como lo exige el artículo 742 del Estatuto Tributario, por lo que sólo podía aplicar la sanción del 3% del monto de los registros errados aceptados por la sociedad, que se relacionan con la información de un tercero.

Precisó que la sanción impuesta no se informa en el principio de equidad, porque supera la renta líquida obtenida por la sociedad en el año 2005, siendo una carga excesiva respecto del daño causado y probado en el proceso.

Alegó que el término de dos años a que se refiere el artículo 638 del Estatuto Tributario, para proferir el pliego de cargos por no presentar la información del año gravable 2005, se cuenta desde el año en que la sociedad presentó la declaración de renta de ese periodo, esto es, desde el 6 de abril de 2006, por tanto, como el plazo para notificar dicho acto venció el 6 de abril de 2008, el pliego expedido el 25 de junio de 2008, es extemporáneo.

Afirmó que la potestad sancionatoria de la Administración prescribió, porque la Resolución Sanción se notificó el 5 de marzo de 2009, con posterioridad al término de seis meses contados desde el vencimiento para dar respuesta al pliego de cargos, lo que ocurrió el 31 de agosto de 2008. Al respecto, aclaró que la fecha de notificación de la resolución sanción, debe ser tomada del portal de internet de la empresa Servientrega, por cuenta de las inconsistencias de que adolece la guía crédito allegada al proceso.

Argumentó que las obligaciones formales, entre las que se encuentra reportar la información en medios magnéticos, son accesorias a la obligación sustancial y, que en el sub-lite, como la información pedida corresponde a la declaración de renta del año gravable 2005, es en ese periodo que se entiende cometida la infracción, porque la información está vinculada a esa vigencia fiscal.

OPOSICIÓN

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente:

Dijo que en la investigación administrativa adelantada, se estableció la diferencia entre los valores informados inicialmente por la actora con los que posteriormente corrigió.

Indicó que la sociedad demandante modificó en su totalidad algunos renglones de la información exógena presentada inicialmente, sin que coincidieran los valores corregidos, pues suprimió 206 registros por valor de $10.037.937.878, e incorporó nueva información que no había sido reportada, lo que desvirtúa los errores informáticos y valores duplicados a que se refiere la demanda.

Explicó que la sanción por no informar en medios magnéticos se calcula de forma proporcional, teniendo como base el valor total de los registros errados y, que en este caso, la Administración evaluó la totalidad de los registros reportados por diferentes conceptos, lo que arrojó la cifra exacta de la información reportada con errores.

Relató que en los términos de la Resolución 11774 de 2005, la base de imposición de la sanción corresponde a la diferencia entre la información inicial y la información corregida y que, al aplicar sobre esa diferencia el 3% a título de sanción, arroja un valor de $301.138.136,34, que fue graduado a $296.640.000 por ser el tope fijado por el Decreto Reglamentario 4715 de 2005.

Sostuvo que las diferencias en la información suministrada causaron un perjuicio a la Administración representado, entre otros aspectos, en el desgaste administrativo que implica depurar la información, lo que incide directamente en otros procesos de fiscalización.

Afirmó que la labor de la DIAN se vio afectada porque la sociedad no actualizó el RUT con el estado en que se encontraba (en liquidación), y porque omitió reportar una dirección de notificaciones clara y precisa, lo que implicó que las actuaciones administrativas se notificaran mediante publicación en prensa. 

Se refirió a la normativa que regula el registro único tributario y precisó que, al verificar el RUT del contribuyente, se estableció que éste fijó como dirección <<CORR RICAURTE BOLÍVAR VALLE>>, que fue reiterada en la actualización hecha el 23 de junio de 2006, lo que indica que la notificación de la sanción se realizó en la dirección correcta, que por ser rural, se entiende realizada en la fecha de llegada al municipio de destino.

Señaló que en la página de internet de la empresa Servientrega aparece que la fecha de <<envío o notificación>> de la resolución sanción es el 23 de febrero de 2009, día en que llegó la correspondencia a la ciudad de Cartago, lo cual indica que el demandante confunde la fecha de la entrega verificada en el centro de distribución (5 de marzo), con la primera fecha señalada.

Reiteró que, como la dirección suministrada es de carácter rural, al contribuyente le compete acercarse a la oficina de correo a recoger la correspondencia, pues la fecha real de la notificación está dada por la llegada del correo a la oficina de destino, y no por la fecha en que el contribuyente pasó a recoger su correspondencia. Por tal motivo, rechazó la ocurrencia de la prescripción de la facultad sancionatoria de la Administración.

Precisó que el término de prescripción de dos años para expedir el pliego de cargos, se cuenta desde la fecha en que se debe presentar la declaración de renta del año en que debió presentarse la información, pues es en ese momento que se entiende cometida la infracción, por consiguiente, como la declaración de renta del año 2006 debía presentarse el 13 de abril de 2007, el pliego de cargos notificado el 30 de junio de 2008, mediante publicación en el diario La República, fue oportuno.

SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca negó las súplicas de la demanda, con los argumentos que se resumen así:

Explicó que el cómputo del término de dos años que tiene la Administración para notificar el pliego de cargos, se cuenta desde la fecha de presentación de la declaración de renta del año en que ocurrió la infracción, lo que en este caso ocurrió el 13 de junio de 2006, día en que el contribuyente debió presentar la información. 

Que, como el plazo para presentar la declaración de renta de ese año venció el 13 de abril de 2007, la entidad demandada podía expedir el pliego de cargos hasta el 13 de abril de 2009, lo que hace oportuno el notificado el 30 de julio de 2008 mediante aviso en el diario La República.

Relató que el pliego de cargos se notificó el 30 de julio de 2008 y que el plazo para responderlo venció el 31 de agosto de ese año, por lo que los 6 meses que tenía la DIAN para notificar la resolución sanción vencían el 1º de marzo de 2009.

En ese contexto, precisó que si bien la resolución sanción del 23 de febrero de 2009 aparece notificada el 5 de marzo de 2009, fecha en que el contribuyente se acercó a reclamar la correspondencia, la dirección informada en el RUT del contribuyente está localizada en el corregimiento de Ricaurte Bolívar – Valle, lo que exigía de la sociedad demandante la diligencia necesaria en el reclamo del correo. En consecuencia, consideró que la notificación se entiende surtida en término.

Sobre el monto de la sanción impuesta, dijo que el contribuyente corrigió la información con anterioridad a la notificación del pliego de cargos, pero que, como los registros presentados en el primer envío no coinciden en cantidad y en valores con la información corregida, no se puede afirmar que esta última sea correcta, siendo por consiguiente procedente la sanción.

RECURSO DE APELACIÓN

La actora apeló la sentencia de primera instancia, con los siguientes argumentos:

Manifestó que <<La razón de esta impugnación que la falta de valoración integral de las pruebas y diligencias administrativas tributarias de cara con la legislación tributaria y el precedente o sentencias de unificación del Consejo de Estado, dando aplicación al principio de favorabilidad y la garantía del debido proceso administrativo en materia de firmeza de las declaraciones tributarias e información exógena, además que se deben demostrar (sic) la cuantificación de los perjuicios generados con la omisión o errores del contribuyente, máxime si las decisiones fueron notificadas o proferidas fuera de términos, extemporáneas por haber surgido la prescripción y la firmeza de los actos>>.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante no presentó alegatos de conclusión. 

La demandada señaló que el recurso de apelación no fue sustentado en debida forma, porque no precisó las razones de inconformidad con el fallo apelado, ni los aspectos que deben ser modificados por el ad-quem y, que por tanto, se debe declarar desierto. Reiteró, además, los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y destacó las argumentaciones de la sentencia apelada.

El Ministerio Público no intervino en esta etapa procesal.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Corresponde a la Sala decidir la legalidad de los actos administrativos que impusieron a la sociedad Delicias del Campo S.A. (liquidada), la sanción establecida en el artículo 651 del Estatuto Tributario, por la existencia de errores en la información reportada.

No obstante, la Sala observa que para el momento en que inició el procedimiento administrativo que se discute, y en el momento de interposición de la demanda, la sociedad estaba liquidada, lo que afecta el conocimiento de fondo del proceso por parte de esta Corporación. 
Al respecto, el artículo 282 del Código General del Proceso, aplicable por la remisión establecida en el artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
, dispone: <<En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda>>.

La Sala observa que en el proceso están demostrados los siguientes hechos:

· El 7 de abril de 2004, la sociedad Delicias del Campo S.A. presentó la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2004, en la que registró ingresos brutos por la suma de $8.428.690.000.

· El Certificado Especial de la Cámara de Comercio de Tuluá, allegado con la demanda, registró que<<POR ESCRITURA NRO. 462 DEL 04 DE ABRIL DE 2006 NOTARÍA ÚNICA DE ROLDANILLO, INSCRITA EN LA CÁMARA DE COMERCIO EL 06 DE ABRIL DE 2006 BAJO NRO. 119 DEL LIBRO IX, LA SOCIEDAD FUE LIQUIDADA (…) POR LO ANTERIOR, FUE CANCELADA SU MATRÍCULA MERCANTIL NRO. 38310 – 4 Y LA (S) MATRÍCULA (S) CORRESPONDIENTE (S) A SU (S) ESTABLECIMIENTO (S) DE COMERCIO NRO. (S): 38311-2>>.

· El 20 de junio de 2006, se presentó la información exógena del año gravable 2005, que fue corregida el 14 de diciembre de 2007.

· Mediante el auto de apertura del 1º de septiembre de 2008, la División de Fiscalización Tributaria de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Tuluá inició investigación administrativa contra la sociedad Delicias del Campo S.A por el programa <<INF. EXÓGENA RECHAZO TOT/PARC VALIDACIÓN>>.

· El 25 de junio de 2008, la mencionada dependencia profirió el pliego de cargos, que propuso imponer la sanción prevista en el artículo 651 del Estatuto Tributario por la suma de $296.640.000, por la existencia de errores en la información reportada. Dicho acto fue respondido el 29 de agosto siguiente por quien fue representante legal de la sociedad.

· El 23 de febrero de 2009, la DIAN expidió la Resolución Sanción 212412009000008, que impuso la sanción propuesta en el pliego de cargos. 

· Mediante el oficio 212412009-02-00133 del 5 de marzo de 2009
, la entidad demandada comunicó a quien había sido representante legal de la sociedad de la expedición del acto sancionatorio referido, y le advirtió que las actuaciones que adelantara deben <<ejercerse mediante la figura del litis consorcio facultativo dentro del proceso de determinación y discusión del impuesto o de imposición de sanciones>>.

· En el Acta del Comité Técnico realizado el 29 de abril de 2009,
 el Despacho de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Tuluá, advirtió <<visto a Fl. 218 del expediente el certificado de cámara de comercio, en el que se indica que mediante escritura 462 de abril 4 de 2006 se liquidó la sociedad; y sin embargo a la fecha de hoy la sociedad no ha actualizado su RUT, observándose la negligencia por parte del contribuyente o liquidadora, en actualizar su información>>.

· Contra la resolución sanción señalada se interpuso el recurso de reconsideración, resuelto desfavorablemente por la Resolución 900008 del 16 de marzo de 2010.
· El 23 de agosto de 2010, el apoderado de quien fue representante legal de la sociedad interpuso la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos administrativos señalados con anterioridad.
A partir de los hechos señalados, la Sala observa que la Administración inició el procedimiento administrativo que derivó en la imposición de la sanción, con posterioridad al momento en que la sociedad Delicias del Campo S.A. había desaparecido del mundo jurídico por cuenta del registro de la liquidación en la Cámara de Comercio, pues el auto de apertura de investigación del 1º de septiembre de 2008 y el pliego de cargos del 25 de junio de ese año, son posteriores al registro de la liquidación, lo que ocurrió el 6 de abril de 2006.

Se advierte, además, que lo anterior era del conocimiento de la Administración, como lo expresó en el Acta del Comité Técnico realizado el 29 de abril de 2009 antes señalado.

Lo anterior, afecta directamente el conocimiento del proceso por parte de la jurisdicción, como pasa a explicarse.

En el caso de las personas jurídicas
, como es el caso de la sociedad Delicias del Campo S.A., la capacidad para comparecer como parte en un proceso ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo está dada en función de su existencia.

El artículo 85 del Código Contencioso Administrativo
, al referirse a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, estableció que <<Toda persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo y se le restablezca en su derecho (…)>>, lo que incluye a las personas naturales y las personas jurídicas. 

En ese sentido, el artículo 139 ejusdem
 estableció que las personas jurídicas deben adjuntar a la demanda la prueba de su existencia y de su representación.

La posibilidad de comparecer en un proceso está dada en función de la capacidad, como atributo fundamental de la existencia de las personas jurídicas
, pues les permite actuar, a través de sus representantes, como sujetos de derechos y obligaciones.

En relación con la existencia de las personas jurídicas, entre las que se encuentran las sociedades anónimas, los artículos 5° de la Ley 1258 de 2008 y 110 del Código de Comercio disponen su constitución mediante escritura pública. 

Una vez constituida la sociedad, una copia de la escritura pública se inscribe en el registro mercantil de la Cámara de Comercio de la jurisdicción donde la sociedad establezca su domicilio principal
 y, desde ese momento su capacidad se circunscribe <<…al desarrollo de la empresa o actividad prevista en su objeto. Se entenderán incluidos en el objeto social los actos directamente relacionados con el mismo y los que tengan como finalidad ejercer los derechos o cumplir las obligaciones, legal o convencionalmente derivados de la existencia y actividad de la sociedad
>>, lo que involucra la capacidad para actuar.

Por su parte, el artículo 117 del Código de Comercio precisó que la existencia de la sociedad se prueba con la certificación de la Cámara de Comercio del domicilio principal, en la que debe constar el número, fecha y notaría de la escritura de constitución y de las reformas del contrato, la fecha y el número de la providencia por la cual se le concedió permiso de funcionamiento y la constancia de que la sociedad no está disuelta. En los casos en los que la sociedad haya sido disuelta y liquidada, tal circunstancia también se registra en la cámara de comercio. 

La disolución de la sociedad afecta la existencia de la persona jurídica y restringe parcialmente su capacidad para actuar, en tanto que la liquidación involucra la extinción del patrimonio social, cuya cuenta final, al ser inscrita en el registro mercantil, trae como consecuencia inmediata la extinción de la sociedad y, de su consecuente capacidad para actuar.

Sobre este punto la Sala, al referirse a la posición de la Superintendencia de Sociedades sobre el particular, señaló
:

<<Refiriéndose a este tema, la Superintendencia de Sociedades indicó que con la inscripción en el registro mercantil, de la cuenta final de liquidación, “desaparece del mundo jurídico la sociedad, y por ende todos sus órganos de administración y de fiscalización si existieren, desapareciendo así del tráfico mercantil como persona jurídica, en consecuencia no puede de ninguna manera seguir actuando ejerciendo derechos y adquiriendo obligaciones”, y “al ser inscrita la cuenta final de liquidación en el registro mercantil, se extingue la vida jurídica de la sociedad, por tanto mal podría ser parte dentro de un proceso una persona jurídica que no existe
>>. (Se subraya).
Según lo anterior, los atributos derivados de la condición de las personas jurídicas, entre los que se encuentra la capacidad para actuar, subsisten hasta el momento en que estas se liquidan, lo que ocurre cuando se inscribe en el registro mercantil la cuenta final de la liquidación, y a partir de ese momento la persona jurídica desaparece definitivamente del mundo jurídico, tema que, por demás, ha sido decantado en diferentes ocasiones por la Sección
.

Ahora bien, en el caso bajo estudio, como en el Certificado Especial de Cámara de Comercio allegado con la demanda consta que el acta de liquidación de la sociedad Delicias del Campo S.A. se registró en la Cámara de Comercio de Tuluá el 6 de abril de 2006, con anterioridad al auto de apertura de investigación del 1º de septiembre de 2008, al pliego de cargos del 25 de junio de 2008 y a la interposición de la demanda del 23 de agosto de 2010, la empresa no existía material y jurídicamente, por lo que no podía ser sujeto de derechos y obligaciones como la derivada de la sanción impuesta por la Administración. 

Lo anterior afecta el conocimiento de la demanda sometida al conocimiento de la jurisdicción, pues al dejar de existir la sociedad, no podía actuar ni ser parte en el procedimiento que se decide. Por ello, el representante legal no podía actuar en nombre de una persona jurídica que desapareció del mundo jurídico, pues la facultad para representarla está sujeta a su existencia. 

Finalmente, ante la falta de definición de la litis, los actos sancionatorios no constituyen títulos ejecutivos susceptibles de ser objeto de cobro por vía administrativa, dada la inexistencia de la actora[1]. 

En consecuencia, la Sala revocará la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y, en su lugar, se inhibirá para pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos demandados.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO.- REVÓCASE la sentencia del 28 de febrero de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. En su lugar, 

INHÍBESE para conocer la legalidad de los actos administrativos demandados.

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen y cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
Presidente

STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ
� La cifra señalada fue tomada del pliego de cargos, porque la declaración de renta del año gravable señalado no obra en el expediente.


� Fls. 67 a 97 del cuaderno de antecedentes.


� Fls. 98 a 118 de c.a.


� Fl. 25 del c.a.


� Fls. 182 a 203 del c.a.


� Fls. 204 a 217 del c.a.


� Fls. 241 a 251 del c.a.


� Fls. 323 a 340 del c.a.


�<<Art. 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo>>.


� Fl. 240 del c.a. 


� Fls. 284 a 286 del c.a.


� Según el artículo 73 del Código Civil, <<las personas son naturales o jurídicas>>; en el caso de estas últimas, el artículo 633 ibídem señaló que son las ficticias capaces <<…capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente>>.


� Aplicable al caso que se decide.


�<<Art. 139.- La demanda y sus anexos. (…) Deberá acompañarse también el documento idóneo que acredite el carácter con que el actor se presenta al proceso, cuando tenga la representación de otra persona, o cuando el derecho que reclama proviene de haberlo otro trasmitido a cualquier título, y la prueba de la existencia y representación de las personas jurídicas distintas de las de derecho público que intervengan en el proceso>>


� Cabe señalar que además de la capacidad, dentro de los atributos de las personas jurídicas se encuentra el nombre, el domicilio, la nacionalidad, patrimonio.


� Artículo 111 del Código de Comercio.


� Artículo 99 del Código de Comercio.


� Sentencia 19575 del 30 de abril de 2014, C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez.


� Oficio 220-036327 de 21 de mayo de 2008 de la Superintendencia de Sociedades.


� Entre otras sentencias, las siguientes: 20561 del 22 de septiembre de 2016, C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, 20262 del 20 de noviembre de 2014, C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez; 19575 del 30 de abril de 2014, 20688 del 23 de junio de 2015 C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia; 20683 del 12 de noviembre de 2015 C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia y, 16319 del 11 de junio de 2009, C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.


[1] En igual sentido, ver sentencia del 23 de junio de 2015, Radicación: 25000232700020120037801 [20688], Actor: ABRENUNCIO S.A.  (Liquidada), Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA.








